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Planteamiento inicial:

Ya ha quedado atrás el  referéndum para ratificar el Tratado por el que se establece una Constitución para Europa (TC) del 20 de Febrero de 2005. Ha quedado claro que el resultado ha sido la falta de legitimidad social. Es, por tanto, una Constitución ilegítima. La mayoría de los españoles, 7 de cada 10,  ha rechazado el TC. Pero, no acaba aquí la cosa. Este TC no es una meta de llegada, sino plataforma de despegue. Todavía quedan dos años, hasta noviembre de 2006, para que lo puedan ratificar el resto de los 25 Estados. Desde este momento hay que ir avanzando hacia una posible Constitución del año II. Hay que incorporar a la reflexión una serie de temas que nos hemos dejado sin analizar y sacar las consecuencias. Por ejemplo, qué va a pasar con los servicios públicos de ahora en adelante. ¿Se podría garantizar la existencia y el eficaz funcionamiento de todos los servicios públicos? Este es el tema que me ocupa y el que intento analizar lo que está pasando.

Frits Bolkestein es un antiguo comisario europeo, holandés, de tendencia untraliberal, que ha elaborado un proyecto de regulación sobre la libre circulación de Servicios en el interior de la UE. La Directiva del Parlamento europeo y el Consejo de ministros a la vista del proyecto Bolkestein, ha elaborado una Propuesta relativa a los servicios en el mercado interior (Bruselas 13 de enero de 2004). Esta Directiva, presentada por la Comisión, se fundamenta en la conclusión de la Cumbre de Lisboa  (2000), “para convertir a la Unión Europea, de aquí a 2010, en la economía del conocimiento más competitiva y dinámica del mundo” (pág.6). Para realizar este objetivo y dado que “en su conjunto, los servicios generan casi el 70 % del PIB y de los puestos de trabajo y que hasta la fecha, no se ha podido convertir en realidad el potencial de crecimiento de los servicios debido a numerosos obstáculos, que impiden el desarrollo de las actividades de servicios entre Estados miembros” (p.6),  a juicio de la Comisión hay que realizar un auténtico Mercado interior de servicios.

Todas estas relaciones político-sociales son la expresión más clara de la lucha de clases. Por  un lado, las clases dominantes, representados por los Jefes de estado y de gobierno, los altos ejecutivos y expertos que elaboraron el Tratado, los asesores de alto standing residentes en Bruselas, etc. que amparan y apoyan los intereses económicos y financieros de las multinacionales. Y por otro, las clases dominadas, la sociedad civil silenciada, es decir, los trabajadores y trabajadoras, los pensionistas, los campesinos, los inmigrantes, las clases populares y todo ese ejército de excluidos que son los ausentes e invisibles de toda Europa. Con este TC impuesto y a espaldas de los pueblos de Europa y de toda la ciudadanía europea, pretenden seguir dominando a los 455 millones de europeos, desde una falsa y pretendida democracia.

“La presente propuesta de Directiva tiene por objetivo crear un marco jurídico que facilite el ejercicio de la libertad de establecimiento de los prestadores de servicios en los Estados miembros, así como la libre circulación de servicios entre Estados miembros. También se pretende eliminar una serie de obstáculos jurídicos que impiden la realización de un auténtico mercado interior de servicios y garantizar a los prestadores y a los destinatarios la seguridad jurídica necesaria para el ejercicio efectivo de estas dos libertades fundamentales del Tratado” (pág 7). “En el informe se llega a la conclusión de que, diez años después de lo que debería haber sido la realización del mercado interior, existe todavía un gran desfase entre la existencia de una economía integrada para la Unión Europea y la realidad vivida por los ciudadanos y los prestadores europeos”. (pag 33).

 
“A pesar de que los servicios son el motor del crecimiento económico y de que

representan un 70 % del PNB y de los puestos de trabajo en la mayoría de los Estados miembros, el Parlamento Europeo y el Consejo han puesto de relieve que la

eliminación de los obstáculos jurídicos que impiden el establecimiento de un auténtico

mercado interior es prioritaria para conseguir el objetivo fijado por el Consejo Europeo de Lisboa de hacer de la Unión Europea la economía del conocimiento más

competitiva y más dinámica del mundo de aquí al año 2010. La supresión de estos

obstáculos es una etapa ineludible para dar un nuevo impulso a la economía europea,

especialmente en términos de empleo e inversión” (pág. 33) .

De esta forma pretende garantizar y dar seguridad jurídica para el ejercicio de  estas dos libertades reconocidas en el TC: La propuesta, apoyada en el art. III-148 que dice que los “Estados miembros se esforzarán por proceder a una liberalización de los servicios más amplia que la exigida”, y  abarca una amplia variedad de actividades económicas de servicios que tienden a favorecer, asegura la comisión, los intereses de las PYMES y de los consumidores que, según su criterio, son los grandes Perjudicados con la situación actual (pág.13). 
Si se aprobara esta ley europea, tendría como consecuencia “que todos los servicios prestados en el seno de la UE de los 25 serían considerados como productos económicos ordinarios”. Así, la cultura, la educación, la sanidad y muchos otros servicios, podrían ser sometidos a las mismas normas de competencia económicas que las mercancías. Se verían afectados los sistemas legales de pensión, de ayuda social o cobertura de servicios sanitarios, en beneficio de empresas privadas. Por otra parte, la aplicación de esta ley pondría en cuestión los derechos de los trabajadores, tal como están en los países de la UE. Lo peor es que la gran mayoría de los Estados miembros parece favorable a la rápida aprobación de esta ley. Además para tomar esta decisión no hace falta unanimidad, y por tanto, ningún gobierno puede impedir la adopción de esta ley. 

El 24 de Febrero de 2005 el Parlamento europeo ha rechazado temporalmente esta propuesta del Partido Popular Europeo que pedía que la Comisión y los estados miembros adoptaran “a la mayor brevedad” la Directiva Bolkestein para la liberalización de los servicios públicos con los votos de la izquierda, los sindicatos de la CES, y un sector importante de la derecha republicana francesa. La principal crítica es que la directiva introduce el “principio del país de origen”, que no es sino una incitación legal a las deslocalizaciones hacia aquellos países de la UE donde reinan los mínimos sociales, laborales, fiscales o ambientales. El presidente de la Comisión, Durao Barroso, continua insistiendo en la propuesta y dice que se verá más adelante. La presidencia holandesa de la UE pretende hacer un debate sobre este Proyecto de ley en el Consejo de Competitividad el 25 y 26 de Noviembre de 2005.

Una pregunta inicial 

Nos preguntamos: ¿cómo explicar que los dos proyectos, el del Tratado Constitucional y el de Bolkestein, se aprobaran por los mismos Jefes de Estado y de Gobierno en las mismas reuniones? ¿Hay alguna relación entre Giscard y Bolkestein? Cuando la cumbre europea del 25 y 26 de marzo de 2004, los Jefes de Estado y de gobierno confirmaban su deseo de examinar la Directiva y de que se estableciese ya desde el 2005. Afirmaban rotundamente: “El examen del proyecto de directiva sobre los servicios tienen prioridad absoluta!”. El 6 de agosto de 2004 esos mismos jefes de Estado y de Gobierno aprobaban  el proyecto de Constitución europea y el 29 de Octubre de 2004 lo firmaban en Roma. ¡Qué curioso! El mismo árbol dará frutos diferentes: peras en marzo y manzanas en agosto? Un proyecto de orientación claramente  liberal en marzo y un proyecto de Constitución que nos protege del liberalismo en agosto? Por el contrario, leyendo atentamente el TC se puede decir que este tratado no da ninguna garantía jurídica a los servicios públicos.

¿Qué dice el Tratado de Constitución europea (TC)?

La Directiva Bolkestein busca apoyos jurídicos en el TC  para establecer sus tesis. De entrada, el TC no utiliza nunca el término “servicios públicos”. La palabra público no entra en el vocabulario de la UE. Este TC lo único que quiere conocer son los Servicios de Interés Económico General (SIEG). 

* En el art. II-96 “la UE reconoce y respeta el acceso a los servicios de interés económico general, tal y como lo disponen las legislaciones y prácticas nacionales..” No crea ningún derecho nuevo. En ningún caso implica la creación de servicios de interés en aquellos países donde no existan. Tal vez los SIEG encuentren una base jurídica en el III-122. Pero el contenido de este artículo se contenta con recoger sin cambio significativo, lo que ya está incluido en el espíritu de este TC, a saber que la “UE y los Estados miembros... velarán porque dichos servicios funcionen conforme a principios y en condiciones económicas y financieras que les permitan cumplir su cometido”. Nada nuevo bajo el sol. No aporta la más mínima protección a la liberalización de los servicios públicos de los Estados miembros de la UE. Esto es lo que dice el art. III-147: “La ley... establecerá las medidas para alcanzar la liberalización de un servicio determinado... se referirá con prioridad a los servicios... cuya liberalización contribuya a facilitar los  intercambios de mercancías”. 

* Más aún. Este TC somete los SIEG a unos límites estrechos, propios de las reglas de la competencia. Veamos lo que dice el art. III-166.2:  “Las empresas encargadas de la gestión de servicios de interés económico general...estarán sujetas a las normas sobre competencia...” Lo mismo el art. III-167 en el que se dice explícitamente que “...serán incompatibles...las ayudas otorgadas por los Estados... que falseen o amenacen la competencia.. (Y más adelante establece qué ayudas serán compatibles con el Mercado interior)  Estos dos artículos impiden a los SIEG las ayudas públicas que puedan poner en  tela de juicio a la competencia. Siempre el Mercado, siempre la Competencia. Esto rige desde hace más de 10 años.

El TC no define qué se entiende por “servicios públicos” sometidos a las reglas de la competencia. Y por otra parte,  no presenta ninguna garantía contra los aspectos más negativos de la directiva Bolkestein: es decir, su ataque frontal contra los servicios públicos, para dejar de ser públicos y pasar a ser de interés general, es decir, pasar a manos privadas, a manos de las multinacionales. Peor aún, en el III-148 se dice que “Los estados miembros se esforzarán por proceder a una liberalización de los servicios más amplia que la exigida en el apartado 1 del art. III-147, si su situación económica general y la del sector afectado se lo permiten”. Ya sabemos que liberalizar los servicios significa la obligación de someterlos a las leyes de la competencia que ya viene impuesta por el Acuerdo General para la Comercialización de los Servicios (AGCS).El proyecto Bolkestein es un montaje aun peor que el AGCS y una anticipación de lo que nos depara el TC.

Primera base jurídica de la Directiva: 

La Directiva Bolkestein  encuentra una primera base jurídica en estos artículos del Tratado Constitucional.

El art, I-3 cuando fija los objetivos de la UE, dice que la “UE ofrecerá a sus ciudadanos un espacio de libertad seguridad y justicia sin fronteras interiores y un mercado interior en el que la competencia sea libre y no falseada”.

El art. I-4 cuando habla de las Libertades fundamentales dice que la “Unión garantizará en su interior la libre circulación de personas, servicios, mercancías y capitales y la libertad de establecimiento”.

En efecto, para acceder a la libertad de circulación y de establecimiento, que ofrece este TC, la Directiva Bolkestein va a intentar quitar todos los obstáculos que impiden el ejercicio de estas libertades; es decir, los servicios públicos, los monopolios de la Seguridad Social, los derechos de los trabajadores nacionales, la protección de usuarios y consumidores. El Mercado interior y la competencia son el eje sobre el que van a girar todos sus planteamientos. Todo tiene que regirse por la políticas económicas de la UE, que es la economía de mercado III-177. Nada de fronteras interiores a la libre circulación de capitales, ninguna dificultad para establecerse cualquier empresa. Prevalece siempre la necesidad de mantener la competitividad en todos los ámbitos  Ver el art. III-209 más adelante.
Segunda base jurídica de la Directiva Bolkestein:

En el Título III, y en la sección II, que regula la libertad de establecimiento, fijándonos en el art, III-137 dice claramente que “quedarán prohibidas las restricciones a la libertad de establecimiento de los nacionales de un Estado miembro en el territorio de otro Estado miembro...” La Directiva Bolkestein saca todas las consecuencias. Para facilitar la circulación de servicios, queda prohibido, es decir,  hay que quitar,  todo obstáculo administrativo a los prestatarios de servicios. Un empresario que ofrece unos servicios estará sometido únicamente a la ley de su país de origen y no podrá conformar sus normas y exigencias administrativas propias de su país. Por ejemplo, un empresario alemán que se establece en España, se regirá por las normas laborales de su país de origen y no puede regirse por la normativa laboral española, lo mismo en contratos de trabajo, en acceso a su profesión, titulación, horarios de trabajo, en salarios, en cualquier condición laboral que rija en España. Y lo mismo si una empresa que trabaja en España y decide irse a otro país (deslocalización) para aumentar sus beneficios, su trabajo, sus trabajadores, su producción, se regirá por los parámetros de ese país, (Lituania, Polonia, Malta), con sus salarios más bajos, sus horarios más rígidos, tal vez sin Seguridad social y en las condiciones propias de ese país de referencia.

El art. III-144. precisa lo siguiente: “quedarán prohibidas las restricciones a la libre prestación de servicios dentro de la UE para los nacionales de los Estados miembro establecidos en un Estado miembro distinto del destinatario de la prestación”.Por tanto, tal y como lo interpreta la Directiva Bolkestein, resulta que es,

· imposible imponer a las farmacias que vienen de otro país de la UE las normas de implantación de las farmacias en función del número de ciudadanos  o de una distancia geográfica mínima entre farmacéuticos, como es regla hoy día en varios países como Francia y España. Harán lo que les venga bien a su mercado.

· imposible imponer a empresas de construcción polacas o bálticas, el respeto a los convenios colectivos, o sencillamente, el derecho al trabajo, o el estatuto de los trabajadores del país destinatario.

· imposible, igualmente, imponer a una constructora checa o letona el respeto a las reglas de seguridad de incendios, o depósitos de sustancias tóxicas, como el amianto.

En resumen, el empresario que se instala en un tercer país de la UE no está obligado a respetar el sistema de Seguridad Social del país de acogida. Para la Directiva Bolkestein, el respeto a los sistemas nacionales de seguridad social entran en contradicción con la libre circulación de servicios en la UE.

El art. III-145 da una definición muy larga de los “servicios”. Dice que “A efectos de la Constitución, se considerarán como servicios las prestaciones realizadas normalmente a cambio de una remuneración, en la medida en que no se rijan por las disposiciones relativas a la libre circulación de personas, mercancías y capitales”. Según la propuesta del Parlamento, se entiende por “servicio: cualquier actividad económica no asalariada consistente en realizar una prestación a cambio de una remuneración” (art. 4, en la pág. 51).
La ausencia de definición explícita de los que es un SIEG no económico y la definición de servicio realizada normalmente a cambio de  una remuneración, sin que esto implique  que el servicio esté pagado por sus beneficiarios, es  lo suficientemente ambigua como para que pudiera aplicarse a la mayor parte de los servicios públicos. Este artículo ofrece un punto de apoyo decisivo a la desaparición de los servicios públicos que pretende la Directiva Bolkestein. Porque en la práctica, quitando la policía, la justicia (abogados de oficio) y el ejército, ningún servicio público es gratuito. Todos los demás servicios, según este proyecto de TC y la Directiva Bolkestein, pueden ser  considerados como servicios en competencia con los servicios formados por sociedades privadas de cualquier otro Estado de la UE. Así, es posible que la enseñanza se vaya privatizando y por eso hay que pagarla, no exista la enseñanza pública gratuita, en contra de lo que dice el TC  al hablar de enseñanza pública gratuita. (II-74.2).  Lo mismo en la sanidad, un enfermo tendrá que pagarse parte de su estancia en un hospital., etc. Con este planteamiento se rechaza toda pretensión de igualdad entre los ciudadanos. Habrá ciudadanos ricos y pobres, ciudadanos de primera, de segunda o de tercera.

Tercera base jurídica:

Es notable el caso del art. III-210 en el que se prohíbe “toda armonización de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembro”.  Es decir, que no hay manera de establecer un mínimo acuerdo de los derechos de los trabajadores en los distintos Estados miembro. Es lamentable que los partidarios del TC no hayan caído en la cuenta que este artículo. está en perfecta contradicción con el “compromiso comunitario” (el famoso método Delors) en virtud del cual se reclama una línea de aproximación y armonización de las disposiciones de los Estados miembro.

Además el art. III-209 precisa sin la menor ambigüedad “esta evolución será consecuencia tanto del funcionamiento del mercado interior, que favorecerá la armonización de los sistemas sociales...”.  Dice que “tiene presentes los derechos sociales fundamentales”, es decir, saben que estos derechos existen, pero no significan que estos Derechos sociales estén garantizados. Este es exactamente el objetivo de la Directica Bolkestein: favorecer la armonización por la base de los sistemas sociales, poniendo en competencia los unos contra los otros, en aras de “mantener la competitividad de la economía de la UE”.

Este proyecto llega en un momento en que se incorporan a la UE 10 países de Europa central y oriental, cuyos derechos de trabajo y de protección a los consumidores son claramente inferiores a los de la Europa de los 15. Está claro que esta Directiva se apoya en este art. III-210 para organizar el dumping entre los 10 y los 15. La retirada de Barroso y de Chirac, hace unos meses,   no es más que una táctica temporal, están esperando tiempos mejores para ellos. El presidente de la Comisión ha dicho repetidamente que no hay que perder de vista los principales objetivos de esta Directiva. Y subraya el principio del “país de origen” que es el principio fundamental de Bolkestein, puesto que permite a los prestatarios de servicios no depender de la legislación del país destinatario, sino del país de origen. La Comisión no tiene  ninguna intención de retirar la Directiva, sino ponerse a trabajar con el Parlamento europeo y los Estados miembro para encontrar soluciones a estos difíciles problemas. 

El proyecto Bolkestein intenta fundamentarse en una serie de artículos del TC que habla de los servicios, y  de la liberalización de los mismos. El significado que da al concepto liberalizar, y la interpretación que ofrece la Directiva de la Comisión, son absolutamente inaceptables. Es la más pura consagración del neoliberalismo en sus aspectos más crudos. Se trata de la exaltación del Mercado como un ídolo al que hay que darle culto, y sacrificar vidas humanas en su altar.

 
No son los sindicatos ni los partidos mayoritarios existentes, los que respondan a los verdaderos intereses de la clase trabajadora y de la juventud. Solamente algunos partidos, movimientos sociales y sindicatos de clase han rechazado este TC en el referéndum del 20-F, lo mismo que esta Directiva de la Comisión, que el proyecto Bolkestein. Rechazan en su totalidad estos planteamientos porque saben que perjudica seriamente a los trabajadores y trabajadoras, y a la sociedad civil en general, en unos puntos concretos: 

· Se favorecerá la deslocalización de empresas de servicios 

·  Los trabajadores "desplazados" para realizar un servicio serán "controlados" por el país de origen y no por el país donde se presta el servicio, lo que impediría el control de sus condiciones de trabajo
·  Los convenios colectivos y acuerdos sectoriales podrían ser suprimidos en la práctica con la aplicación de esta directiva. 

Además, proponen movilizaciones, para informar, y mentalizar al personal, a toda la sociedad civil, para que caigan en la cuenta de todo lo que se está urdiendo a sus espaldas, sin que  nos tengan informados. No se ha agotado la reflexión sobre el TC y hay que seguir en esta dura batalla.
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